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Asunto:  Denuncia improcedente.
Cord¡al saludo,

La  Contraloría  Genenal  del  Departamento  del  Magdalena  CGM,  el  día  18  de junb  del
2021   a  través  del   canal   virtual.   radica   petic¡ón   anónima,   siendo   remffido  al   email
desoacho@contraloríadelmaadalem.aov.co,  en  el  cual  manifiesta  posibles  actos  de
coúrrupción  en  el  munkripb  de  San  Zenón  -  Magdalena,  en  vmud  de  la  contratación
eitatal ejecutada en el ú"mo año y medio.

Analizada  el  escrito anónimo  por ki  Oficina  de  Planeación  y  Participación  Ciudadana,
dipendencia con la competencia función de atender y verificar las iniciativas ciudadanas
radicadas con ocasión de su denecho de vigilancia de los recursos públicos, se abst¡ene
dcle   apertura   denuncia,    pnocedk3ndo   a   su   anchivo,    con    base   en    los   siguientes
ft ndam e ntos :

1.    Requ&os legales.
a.   Honra y buen nombre.  En  atención  a  las graves implicaciones de orden  social,

patrimonial,  moral  y  legal  que  una  denuncia  puede  acamear  a  deteminado  o
deteminados ciudadanos, el legislador ha optado por rodear esta declaración de
conocimiento  de  una  serie  de  requisitos  orientados  a  preservar  los  derechos
fundamentales a la honra y el buen nombre, a precaver las denuncias temerarias,
y a proteger el aparatojurisdiccional de usos indebidos. Se trata de unos mínimos
requerimientos  que  sin  obstru¡r  el  racional  acceso  al  aparato  jurisdiccional,  la
provean de elementos que pemitan establecer el fundamento que reclaman   no
solamente la propia disposición legal, que pem¡tan establecer el fundamento que
reclama  no  solamente  la  propia  disposición  legal,  que  pemitan  establecer  el
fundamento que reclama  no solamente la prop¡a disposición legal, que establece
que   "En   todo   caso   se   inadmitirán   las   denuncias   sin   fundamento",   sino   la
d¡sposición constitucional que supedita la obI¡gatoriedad en el adelantamiento de
la acción fiscal y el desarrollo de la investigación por parte deI Órgano competente
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a que (i) "Ios hechos - puestos en su conocimiento de los organismos de control
fiscal, y podrá ser presentada por las veedurías o por cualquier ciudadano.

b.   Requisitos mínimos probatorios. La denuncia en materia o queja en materia fiscal
es una manifestación de conocimiento mediante la cual una persona, ofendida o
no con la infracción,  pone en conocimiento del órgano de investigación un hecho
delictivo,  con expresión detallada de las circunstancias de tiempo modo y lugar,
que le consten. Se trata de un acto constitutivo y propulsor de la actividad estatal
en cuanto vincula al titular de la acción fiscaI - Sistema de control fiscal a través
de  las  Contralorías  (nacional  o territorial)  y Auditoría  General de  la  Nación,  - a
ejercer con  el  propósito de  investigar la  perpstración  de  un  detrimento o daño
fiscal.  Es además un  acto formal en el sentido que,  aunque carece del rigor de
una  demanda,  convoca  una  mínima  carga  para  su  autor  en  cuanto  exige  (i)
presentación verbal o escrita ante los órganos de control fiscal, ( ii) el apremio del
juramento;    (iii)   que   recaíga   sobre   hechos   investigables   de   oficio;    (iv)   Ia
identifilcación del autor de la denuncia ; (v) Ia constancia acerca del día y hora de
su   presentación   ;   (vi)suf¡ciente  motivación,   en  el  sentido  que  contenga   una
relación clara delos hechos que conozca  el denunciante, de la cual se deduzcan
unos derroteros para la investigación;  (vii) Ia manifestación, si es el caso, acerca
de  si  los  hechos  han  sido  puestos  en  conocimiento  de  otro  funcionario.   La
denuncia es un acto debido en cuanto involucra el ejercicio de un deberjurídico
(Art  95.7  CP)  del  cual  es  titular  la  persona  o  el  servidor  público  que  tuviere
conocimiento del conoc¡miento de la comisión de un delito que deba investigarse
de oficio. El acto de denuncia tiene carácter infomativo en cuanto se limita a poner
en conocimiento de la autoridad encargada de investigar, Ia perpetración de una
conducta  presumiblemente  delictuosa,  con  indicación  de  las  circunstancias  de
tiempo, modo y lugar en que se realizó y de los presuntos autores o pariícipes, si
fueren conocidos por el denunciante. A dfferencia de la querella, la denuncia no
es desistible,  ni comporta la posibilidad de retractación en  razón a la naturaleza
pública  de  los  intereses  jurídicos  que  se  encuentran  comprometidos,  Io  que
excluye la disponibilidad sobre los mismos por parie del denunciante.

Como se denota, la querella y la denuncia, para proceder. requiere de un mínimo
acervo  probatorio,  que  en  su  escrito  no  los  relaciona,  en  éI,  señala  aspectos
generales que no presenta un respaldo que lo sustente.

2.  Denuncia Anónima.
Ari 81  Ley 962 del 2005,  Ninguna denuncia o queja anónima podrá promover acción
jurisdiccional,  penal,  disciplinaria,  fiscal,  o  actuación  de  la  autoridad  administrativa
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competente (excepto cuando se acredite, por lo menos sumariamente la veracidad de
los  hechos  denunciados)  o  cuando  se  refiera  en  concreto  a  hechos  o  personas
claramente identificables.

Artículo  declarado  EXEQUIBLE,  por  la  Corte  Constitucional  mediante  Sentencia  C-
832-06 de 1 1  de octubre de 2006,  Magistrado Ponente Dr. Jaime Córdoba Triviño.

Denuncia  o  queja  anónima-  casos  en  que  activa  la  función  estatal  de  control.  La
disposición demandada reproduce en un texto único una regla que ya existe en los
d¡stintos regímenes de procedimiento penal, disciplinario y fiscal,  Se trata de impedir
que cualquier queja o denuncia anónima obligue a las autoridades respectivas a ¡niciar
un trámite que puede resultar completamente innecesario,  inútil y engorroso.  Como
entra a estudiarse, todas estas previsiones persiguen que la administración no se vea
obligada  a  iniciar  trámites  engorrosos  que  puedan  teminar  por  congestionada  y
afectar los principios constftucionales de eficacia y efilciencia adminislrativa. La noma
conten¡da en el artículo 81 demandado recoge en una única disposición, Ios requisitos
universales  que  debe  contener  una  denuncia  o  queja  para  ser  admitida  por  la
autoridad correspondiente.  Esta noma autoriza a la administración a racionalizar su
actuación  y  a  desestimar  las  denuncias  anónimas  que  no  ofrezcan  razones  de
credibilidad.  En  otras  palabras,  evita  que  denuncias  anónimas  que  en  principio  no
ofrecen   credibilidad,   den   lugar   a   actuaciones   administrativas   que   suponen   un
desgaste de tiempo y recursos y que teminan  por congestionar a  las autoridades
públicas y por comprometer los principios de eficienc¡a y eficacia de la función pública.
En este sentido es razonable que, con miras a satistacer los principios constitucionales
mencionados, el ordenam¡ento jurídico impida que cualquier queja anónima constituya
un   mecanismo   idóneo   para   promover  una   actuación,   salvo  que   reúna   cierias
características como las que establece la noma acusada. Solo cuando el anónimo va
acompañado de medios probatorios, es decir, elementos de juicio que sumariamente,
se le debe dar credibilidad y por ende activar la función estatal de control.

Ahículo 69 de la Ley 906 del 2004;  La denuncia, querella se hará verbalmente, o por
escrito, o por cualquier medio técnico que pemita la identificación del autor, dejando
constancia  el  denunciante.  Este  deberá  manifestar,  si  le  consta,  que  los  mismos
hechos  ya  han  sido  puestos  en  conocimiento  de  otro  funcionario,  Quien  la  reciba
advertía  al  denunc'iante  que  la  falsa  instancia  implica  responsabilidad   penal.   La
denuncia  solo  podrá  ampl¡arse  por una  sola  vez  a  instancia  del  denunciante,  o del
funcionario competente, sobre aspectos de importancia para la investigación.
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Los escritos anónimos que no suministren evidencias o datos concretos que permitan
encauzar la investigación se archivaran por el fiscal correspondiente.

Encuentra la Corte que (i) Ias expresiones uen todo caso se inadmitirán las denuncias
sin fundamento ü, inciso 2O, y  apor una sola ver, inciso 3O, del artículo 69, constituyen
un  ejercicio  legitimo  de  la  potestad  del  legislador  para  reglamentar,  en  téminos
razonables, el derecho de acoeso a la administración de justicia para reglamentar, en
téminos razonables, el derecho de acceso a la administración de justicia en materia
penaI;  (ii) sometidas las medidas a un ju¡cio de razonabilidad en los téminos que lo
tiene  establecido  la  jurisprudencia  de  esta  Corie,   se  encontró  que  las  medidas
promueven   finalidades   constitucionalmente   legitimas;   ellas   no   imponen   cargas
excesivamente gravosas e insuperables para los denunciantes;  (iii) y las mismas se
presentan  como  idóneas  y  adecuadas  para  alcanzar  los  fines  superiores  que
prom ueven.

Entendido el anonimato como la condición de la  persona  que oculta su  nombre y/o
personalidad;  en  su  escrito  este  se    observa,  dado  que  lo  señala  un  nombre  sin
nombre sin mayor foma de ser identif¡cado, no aporta número de cedula de identidad,
requisito único en Colombia mediante el cual se individualiza una persona, dirección
y teléfono donde se pueda contactar y solicitar ampliación u aclaración de los hechos
referenciados;  el  email  no constituye  identificación  dado que cualquiera  puede abrir
uno  y  permite  la  suplantación.  Además,  el  segundo  requerimiento,  para  que  una
denuncia anónima sea admitida, es que suministren evidencias o datos concretos que
permitan encauzar la investigación, lo cual no se evidencia en su escrito, en el cual se
describen  y  prueban  los  hechos  planteados  que  permita  encauzar  la  competencia
fiscal, se diluye en subjetividades.

3.  Control fiscal y  posterior,  acorde a lo estipulado en el artículo 267 de la Constitución
Política,  el  control  fiscal  es  una  función  pública,  que  vigila  la  gestión  fiscal  de  la
administración y de los particulares que manejan recursos públicx)s, este es ejercido
por  la  Contraloría  General  de  la  República  y  la  Contralorías  Territoriales  en  sus
respectivos órdenes de manera posterior y selectiva,  en procura del buen manejo
de los recursos públicos. Es decir, le corresponde a las Contralorías aplicar de acuerdo
con los procedimientos legales, los diferentes sistemas de control,  los que se pueden
ejercer en forma individual o combinada, a fin de estableoer el correcto manejo de los
recursos públicos,  y en su defecto establecer la responsabilidad de su competencia,
que es ia fiscai.
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Mediante la sentencia C- 557 de 2009 preciso la connotación constitucional en el control
filscal poslerior, así: el control posterior de la gestión fiscal comprende dos actividades o
momentos  diferenciados:  (i)  Ia  labor  de  vigilancia  propiamente  dicha  a  través  de  la
práctica de auditorías;  (ii) el inicio de procesos de responsabilidad fiiscaI: " en cuanto a
los momentos del control fiscal la jurisprudencia conslitucional ha expuesto que el control
fiscal, el cual es posterior y selectivo, se desarrolla en dos momentos  diferenciados que
sin  embargo  se  encuentran  entre  sí  claramente  vinculados,  el  primero  de  los  cuales
nesulta necesario y obligado, mientras que el segundo tiene un carácter derivado. Así en
un  primer  momento,  Ias  contralorías  de  todos  los  órdenes  llevan  a  cabo  la  labor de
vigilancia propiamente dicha, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, de los
sujetos sometidos al control f¡scal seleclivo. A pariir de este seguimiento se produce la
fomulación se las correspondientes observaciones, conclusiones, recomendaciones, e
incluso, Ias glosas que se deriven del estudio de los actos de gestión f¡scal controlados,
En un segundo momento, y si de la labor de vigilancia primeramente practicada  surgen
elementos de juicio a partir de los cuales se pueden inferir posibles acciones u omisiones
eventualmente constitutivas   de un daño patrimonio económico deI Estado,  se inicia el
proceso de  responsabilidad fiscal,  orientado   a obtener una declaración jurídica,  en  la
cual se precisa con cerieza que un deteminado servidor público o pariicular debe cargar
con las consecuencias que se derivan por sus actuaciones irregulares en la gestión fiscal
que se ha realizado y que está obligado a reparar el daño causado al erario público, por
su conducta dolosa o culposa"

4.    Certeza  del  daño.  La  ley  610  de agosto  15 de  2000.  "Por la  cual  se establece  el
trámite de los procesos de responsabilidad fiscal de las contralorías', señala:
Artículo  5O  Elementos de  la  responsabilidad fiscal.  La  responsabilidad  fiscal  estará
integrada por los siguientes elementos:
Una Conducta dolosa o culposa atribuible a una persona que realiza gestión fiscal.
Un daño patrimonial al Estado.
Un nexo causal entre los elementos anteriores.
El  elemento  más  relevante  es  el  daño,  en  consecuencia,  no  hay  responsabilidad
fiscal  sin  daño,  y éste debe ser atribuido  a título de dolo o culpa grave,  debiendo
existir una relación de causalidad entre la conducta y el hecho generador del daño.
El objeto de la Responsabilidad Fiscal es el resarcimiento de los daños ocasionados
al  patrimonio  público  como  consecuencia  de  la  conducta  dolosa  o  gravemente
culposa de quienes realizan gestión fiscal, es decir. en este se establece claramente
que   un   determinado   servidor   público   o   particular   debe   responder   por   las
consecuencias que se derivan  por sus actuaciones  irregulares en  la gestión  f¡scal
que ha realizado y que está obligado a reparar el daño causado al erario público.
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Ariículo 6O -  Daño patrimonial al  Estado.  Para efectos de esta  Ley se entiende por
daño  patrimonial  al  Estado  la  lesión  del  patrimonio  público,   representada  en  el
menoscabo, disminución,  perjuicio, detrimento,  perdida,  uso indebido o deterioro de
los   bienes   o   recursos   públicos,   o   a   los   intereses   patrimoniales   del   Estado,
particularizados por el objetivo funcional y organizacional,  programa o proyecto de
los sujetos de vigilancia y control de las Contralorías.
Dicho daño podrá ocasionarse por acción u omisión de los servidores públicos o por
la  persona  natural  o jurídica  de  derecho  privado,  que  en  forma  dolosa  o  culposa
produzcan directamente o referente al daño patrimonial al Estado.

El daño patr¡monial al Estado, como su nombre lo indica, es un fenómeno de carácter
estrictamente pecuniario o económico;  consiste en la pérdida de recursos por parte
del  Estado.  Es el empobrecimiento del erario.  De esta forma,  dentro de la tipología
de  los  periuicios  podemos  establecer  que  el  daño  patrimonial  al  Estado  es  un
perjuicio  material  -  quedando  excluida  la  posibilidad  de  que  exjsta  un  perjuicio
inmaterial.

Dicho daño puede ser ocasionado por los servidores públicos o los particulares que
causen  un  daño o  una  lesión a  los  bienes  y  recursos  públicos en foma  directa  o
contribuyendo a su realización.

El proceso de responsab¡lidad fiscal,  consta de varias etapas a saber: Aperiura del
proceso   de   responsabilidad   f¡scal   (ariículo   40   y   41);   Auto   de   imputación   de
responsabilidad fisml (ahículo 53 y 54).

Desde los principios generales de responsabilidad es necesario destacarque el daño
debe ser cieho. Se entiende que Hel daño es cierto cuando a los ojos del juez aparece
con   evidencia   que   la  acción   lesiva   del   agente   ha   producido  o   producirá   una
disminución    patrimonial    o    moral    en    el    demandante.     De    esta    definición
inmediatamente se destaca que el daño pasado - ocurrió - o futuro- a suceder-En
principio el daño no es tan  problemático puesto que ya existe,  el  problema que se
presenta  generalmente  es  el  de  cuantificarlo.  En  cambio,  el  daño futuro  presenta
muchas más aristas que son problemáticas.  Estudiemos primero la cuestión relativa
a los daños futuros para luego entrar en los pasados.

Frente   a   los   daños  futuros   la  jurisprudencia   y   la   doctrina-   colombiana   como
extranjera-  son  claras  en  establecer  que  este  puede  considerarse  como  cíeíto
siempre y cuando las reglas de la experiencia y de la probabjlidad indiquen que este
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habrá de producirse.  Esta certeza por supuesto no es absoluta pues sobre el futuro
no   puede   predicarse  una  ceheza  absoluta.   Lo   imporiante  es  que  existan   los
sufic¡entes   elementos   de   juicio   que   permitan   establecer   que   el   daño   muy
seguramente  se  producirá.  El  daño  futuro  cierto-  denominado  como  virtual  -  se
opone al daño futuro hipotético que es aquel sobre el cual simplemente existe alguna
posibilidad indican que puede o no producirse.

En síntesis, el daño patrimonial aI Estado debe ser cierio. Aunque en la teoría general
de las obligaciones se considera como cieftos los daños pasados y los daños futuros,
en materia de responsabilidad fiscal sólo son tenidos en cuenta los daños pasados.

5.     Del  Control  de Advertencia,  por  medio  de  la  Sentencia  C-  103  de  2015,  la  Corte
Constitucional declaró la inexequibilidad del numeraI 7O del artículo 5 del decreto ley
267 de 2000, por lo cual se dictan normas sobre la organización y funcionamiento de
la Contralori'a General de la República,  a tevés de la cual se le atribuía al Contralor
la facultad conocida como Función de Advertencia, en viriud de la cual esta contaba
con la atribución de Advertir  sobre operaciones o procesos en ejecución para prever
graves riesgos que comprometan el patrimonio público y ejercer el control posterior
sobre los hechos así identifimdosn.  En efécto, a través de la providencia precitada,
la Corte Constitucional determinó la expulsión del ordenamiento jurídioo de la norma
demandada por la ciudadanía Marcela Monroy Torres por la vulneración del artículo
267  de  la  Constitución,  en  pariicular  lo  establecido  en  sus  incisos  2o.  3o y  4o.  De
acuerdo con las consideraciones de a sentencia,  la incompatibilidad entre la norma
demandada y la Constitución Política tiene lugar toda vez que la primera desconoce
los lineamientos establecidos en el artículo 267 de la carta Máxima acerca del marco
de actuación de la Contraloría General de la República, en el cual se constituyen dos
límites  expresos:   i)   El  carácter  posterior  -  no  previo-  de  la   labor  fiscalizadora
adelantada por la contraloría y ; ii) la prohibición de que sus actuaciones supongan "
una suehe de coadministración o injerencia indeb¡da en el ejercicio de las funciones
de las ent¡dades sometidas a contror 1. Así entonces, el límite respecto del carácter
posterior de la labor de la Contraloria es desconocido por la norma demandada, por
cuanto la función de adveftencia recae sobre operaciones o procesos en ejecución,
esto es, que no han sido culminados.  De este modo, el mecanismo de control previo
establecido en la noma demandada pemite no solo la vigilancia de la gestión fiscal
sino el control a través de la formulación de adveriencias y desconoce el  límite en
virtud del cual el control fiscal externo atribuido a la Contraloría opera únicamente de
foma  posterior.  Por otro  lado,  la  norma  demandada  desconooe  la  prohibición  de
coadministración establecida en el  inciso 40 del artículo 267 de la Constitución,  por
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cuanto otorga una competencia a la Contraloría para incidir,  por vía negativa,  en la
toma de decisiones administrativas en  las entidades vigiladas.  De acuerdo con  las
consideraciones de a sentencia. si bien la función de adveriencia carece de efectos
vinculantes, en todo caso pemite que por esta vía se incida en las decisiones y en
el curso de los procesos y operaciones de las autoridades administrativas sometidas
a vigilancia, debido a que los hechos sobre los cuales se formuló la adveriencia será
objeto de control  posterior por parte de la  l  Corte Constitucional.  Sentencia C-  1 03
de 201 5.  Magistrada Sustanciadora:  María Vrictoria Calle.  Consideración 64,  misma
entidad, Ia cual cuenta con la competencia para investigar y sancionar al destinatario
de  la  advertencia.  Por otro lado,  la  Corte  señaló que el constituyente  previo otros
mecanismos  que  permiten  alcanzar  las  finalidades  perseguidas  por  el  control  de
advenencias   y   que   no   desconocen   los   límites   constitucionales   anteriormente
referidos.  Se  trata  de  los  sistemas  de control  fiscal  interno que están  obligadas  a
implementar  las  entidades,  las  cuales  cuentan  con  la  facultad  de  intervenir  de
manera precia en las actuaciones de la administración según los aftículos 209 y 269
de  la  Constitución.  Adic¡onalmente,  estos dispositivos deben  proteger los recursos
de la organización, buscando su adecuada administración ante los posibles riesgos
que  los  afecten;   así  como  prever  y  corregir  riesgos,  desaciertos  o  irregulares
financieras o administrativas que puedan  afectar los objetivos programados  por la
entidad de cuestión,  de acuerdo con lo establecido en el ahículo 2 de la  Ley 87 de
1993,  por  la  cual  se  establecen  normas  de  control  interno  en  las  entidades  del
Estado.  De este modo,  la utilización de este mecanismo altemativo permite ejercer
adecuadamente la función de advertencia, a través del control previo adelantado por
los sistemas de control intemo,  sin comprometer la coordinación del mismo con el
ejercicio del control posterior extemo realizado por la Contraloría.

En consecuencia,  Ios hechos descritos en la petición anónima se evidencian ambiguos
y generales, sin señalar en concreto la actividad u aa3ión que genera el presunto daño
patrimonial y  no le anexa pruebas que sustenten,  por tanto,  Ia Contraloría General del
Depaftamento del Magdalena CGM se abstiene de apertura denuncia de carácter f¡scal.
Los contratos relacionados en dicho escrito que se han ejecutado en la vigencia 2020,
en  foma  ordinaria,  este  ente  de  control  fiscal,   los  cobija  en  su  Auditoría  ordinaria
programada en el  Plan  General de Auditoría a  realizarse en el  año 2021  a dicho ente
territorial,  el cual  puede consultarse en  la  página web.  Los contratos señalados en  su
escrito correspondiente a la vigencia fiscal del año 2021  en proceso de ejecución y por
tanto, no corresponde auditarlos por mandato constitucional, dado que la actuación fiscal
es  posterior.  Los  servicios  de  control  posterior  son  aquellos  que  se  realizan  con  el

Elaborado  por:   Rahel  Golclringer  Rodríguez                                                                        Cargo:  Profesional  Uníversitario

Revisado y  aprobado  por:  Andrés  Misael  Hernandez  Uribe      QL                     Cargo.   Jefe  ofícina

Calle  17 No  lC- 78 Santa Marta- Magdalena - Colombia
Teléíonos:   421  11  57    Conmutador 4214717  /  Fax 4210744

aCorirol Modemo, Eficienfe g TranspaTenfeD



CO..®^LORl.

TfiG"_m

oonTRAloRÍA, GEmRAL
DEPARTA]m_mo DEL

mGDALEHA

commcAcl N EXTERNA

OFICINA DE PLA)TEACIÓN Y
PARTICIPACIó» CIUI)ADANA

objeto de efectuar la evaluación de los actos y resultados ejecutados por las ent¡dades
en la gestión de los bienes, recursos y operaciones inst¡tucionales.

La  Contraloría  General  del  Magdalena  pone  a  su  d¡sposición  todos  sus  canales  de
¡nformación con  el  objeto de atenderle cualquier inquietud  o denuncia correspondiente a
nuestra  competenc¡a  funcional  y  acorde  a  nuestro  lema  instituc¡onal:  "Control  Moderno,
eficjente y Transparente"

Cordialmente,

ANDRES MISAEL H#N#%EL}
Jefe
Oficina de Planeación y Participación Ciudadana
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